Carátula 


COMISIÓN ESPECIAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y CONVIVENCIA 


(Sesión celebrada el día 13 de agosto de 2019). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 18:09). 


—Damos comienzo a la Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia que, en el día 
de hoy, recibirá a representantes de la Suprema Corte de Justicia, de Antel y de Movistar. 


Antes de hacer pasar a los invitados, por secretaría se va a dar información sobre el tema. 


SEÑORA SECRETARIA.- La secretaría informa a los señores senadores que así como invitamos a 
representantes de Antel y Movistar, intentamos comunicarnos con la empresa Claro. El único número 
telefónico con el cual nos pudimos comunicar es el que figura en la página web. Llamamos a ese 
teléfono, dijimos de dónde estábamos hablando y solicitamos que se nos proporcionara el número de 
teléfono de algún gerente, de la secretaría de gerencia o de alguna otra persona con la que nos 
pudiéramos comunicar. Se nos informó que la política de la empresa era no proporcionar, sin importar 
quién lo solicitara, teléfono particular o fijo alguno. Se nos pidió la dirección de correo electrónico y se 
nos dijo que ellos se comunicarían con nosotros, pero nunca recibimos un correo electrónico de su 
parte. 


En el día de hoy, el doctor Anthony Rincón, asesor legal de Claro, se comunicó con la 
secretaría diciendo que vio que habían sido convocados Antel y Movistar y que se sintieron 
sorprendidos por no haber sido invitados. Les contestamos que los sorprendidos fuimos nosotros con 
la respuesta que se nos dio cuando intentamos comunicarnos. Nos dejó su celular y se puso a las 
órdenes en caso de que la comisión entienda conveniente o necesario recibirlos también a ellos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quedamos informados. 


(Ingresa a sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia). 


-La Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia tiene el gusto de recibir a una 
delegación de la Suprema Corte de Justicia, integrada por su presidente, el doctor Eduardo Turell, los 
señores ministros doctores Jorge Chediak y Luis Tosi, el secretario letrado, doctor Gustavo Nicastro; y 
el director general de servicios administrativos, ingeniero Marcelo Pesce, a quienes agradecemos su 
comparecencia. 


Ustedes saben el motivo por el cual han sido convocados y, además, les hicimos llegar la 
versión taquigráfica correspondiente a los efectos de que cuando concurrieran ya tuvieran los 
elementos que veníamos discutiendo. Después de que la comisión recibió al Ministerio del Interior, 
tomamos la decisión unánime de que para abocarnos en el día de hoy al tratamiento de este tema que 
tiene que ver con el sistema «El Guardián» necesitábamos la mirada de todos los que están 
involucrados de una u otra manera. 


Realmente, queríamos tener la oportunidad de aclarar algunos desencuentros que existieron. 
En su momento se planteó, por parte del señor senador García y del resto de los integrantes de la 
comisión, que era pertinente hacerlo. Inclusive, después de haber tenido los datos de que tanto el 
Ministerio del Interior como la Suprema Corte de Justicia habían tenido un diálogo sobre el tema, 


creímos oportuno que se nos informara. Estamos siguiendo este tema luego de la solicitud realizada 
por el señor senador García y, junto a los demás colegas de la comisión, quisiéramos saber, de primera 
mano, en qué momento estamos con respecto a este sistema y a su aplicación. 


Sin más, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR TURELL.- Buenas tardes. Muchas gracias por habernos invitado. Comparecemos con gusto a 
fin de aportar los datos que ustedes crean necesarios. Voy a hacer una breve exposición. Luego 
cederé la palabra al ingeniero Pesce y al doctor Nicastro, quienes aportarán más información. 


El 1.2 de diciembre de 2015 se celebró un convenio, un acuerdo en el que participaron el 
Ministerio del Interior, el fiscal de corte y la Suprema Corte de Justicia en relación al protocolo de 
actuación para interceptaciones legales de comunicaciones. 


Según el artículo décimo primero del documento, la Unatec —Unidad de Análisis Tecnológico— 
remitirá trimestralmente un reporte a la Suprema Corte de Justicia sobre interceptaciones legales 
gestionadas en el SAIL —Sistema Automatizado de Interceptaciones Legales—, con el formato que 
oportunamente se acordará entre las partes. 


Se acordó también que la Suprema Corte de Justicia designará la autoridad que recibirá 
estos reportes trimestrales. 


Luego el ingeniero Pesce se referirá al lapso transcurrido entre 2015 y 2017. En 2017 la 
Suprema Corte de Justicia comunicó al Ministerio del Interior que la persona que iba a estar encargada 
de recibir esos reportes era el doctor Gustavo Nicastro. Esa comunicación se traspapeló en la interna 
del Ministerio del Interior, por lo que desde ese ministerio no se envió la información que nosotros 
deberíamos haber recibido. 


Asumimos que desde 2017 hasta 2019 no recibimos esa información y, a partir de esa 
investigación periodística, nos interesamos integramente en el tema 


Según lo establecido en el artículo décimo segundo del memorando el Ministerio del Interior 
instrumentará un convenio entre dicha cartera, el Poder Judicial, la Fiscalía General de la Nación y las 
operadoras de telecomunicaciones por el que estas últimas asuman la obligación de proporcionar a la 
Suprema Corte de Justicia la información detallada de las medidas de interceptación efectivizadas. 


Cuando supimos de la situación en la que estábamos viviendo pedimos una reunión al 
Ministerio del Interior, la que se celebró el 15 de julio en la Suprema Corte de Justicia. Allí compareció 
el ministro Bonomi, acompañado de jerarquías del Ministerio del Interior, y realizamos un intercambio 
de opiniones. 


En esa oportunidad tuvimos conocimiento de que el Ministerio del Interior no había tenido 
éxito en acordar con las operadoras el intercambio de información. 


Hemos escuchado que el artículo décimo segundo sería erróneo; sería erróneo en la medida 
en que no hubiera respondido a una realidad acordada. La relación del artículo décimo segundo se 
ajusta a lo que se había acordado en su oportunidad. De lo que sí nos dimos cuenta en esa reunión del 
15 de julio fue de que ¡iba a tener más fuerza la aspiración a acordar con las operadoras telefónicas si 
la idea provenía del Poder Judicial y no del Ministerio del Interior. Entonces, en esa reunión acordamos 
que nos íbamos a reunir en otra inmediata, que se celebró creo que el 25 de julio, con el Ministerio del 
Interior, la Fiscalía General de la Nación y operadoras. A partir de ese momento, nosotros ratificamos la 
participación del doctor Gustavo Nicastro como el intermediario y representante del Poder Judicial. 
Desde ese momento se alcanzaron algunos acuerdos, sobre los que el doctor les informará. 


Esta es la esencia de los hechos sucedidos desde el mes de julio de este año a la fecha. 


Ahora, con su autorización, señora presidenta, cedería el uso de la palabra al ingeniero 
Marcelo Pesce para explicar ese lapso transcurrido entre la firma del convenio y la comunicación del 
año 2017. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el ingeniero Marcelo Pesce. 


SEÑOR PESCE.- Me parece importante remarcar el hecho que señalaba el presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, porque parecería haber un lapso de tiempo bastante considerable entre la firma del 
convenio, o de ese memorando de entendimiento, hasta que efectivamente la Suprema Corte de 
Justicia nombra a quién sería su canal o representante. 


En realidad, si bien el memorando de entendimiento se firma el 1. de diciembre de 2015, el 
sistema no se pone a funcionar hasta el 6 de febrero de 2017. Esto obedece a problemáticas técnicas 
que están del lado del Ministerio del Interior y de un proceso bastante complejo de formación de todos 
los jueces en el interior, lo que también estaba a cargo del propio ministerio. El Poder Judicial lo que 
necesitaba era tener el visto bueno del ministerio para poner en funcionamiento el sistema. Esto se 
hace en febrero de 2017; entonces, antes de cumplirse los noventa días para la remisión del primer 
informe, la corte, en cumplimiento del artículo 11, nombra a quien sería el representante o el canal. 
Como ya reseñó el señor presidente, esa comunicación fue remitida por la Suprema Corte de Justicia y 
consta su recepción del lado del ministerio. 


Por otra parte, me parece oportuno resaltar —si me lo permite el señor presidente de la corte— 
algunos elementos que son importantes y que tienen vinculación con temas que han estado en 
discusión. 


Es necesario dejar claro que hablamos de dos sistemas separados: una cosa es «El 
Guardián» y otra bien distinta es el SAIL. Se ha discutido sobre si el Poder Judicial conoce cómo 
funciona «El Guardián», sobre si puede dar garantías sobre lo que este hace, y lo hemos dicho desde 
que se empezó a trabajar en este tema: el Poder Judicial no solo no tiene acceso a «El Guardián» sino 
que, además, nunca hemos visto ese sistema. De hecho, no le compete a la corte tener acceso ni 
auditar ese sistema que es netamente operativo entre el ministerio y las operadoras. Lo que sí utiliza 
el Poder Judicial es el SAIL. 


Por otra parte, también nos parece importante destacar dos aspectos que tienen que ver con 
el convenio. 


Por un lado, el artículo décimo segundo detalla de forma muy clara cuál es la información 
que estaba previsto que se remitiera; es decir, no había duda sobre cuál era esa información. Más allá 
de que más adelante se pudiera complementar agregando algún otro dato, había una base de 
información que ya estaba en el acuerdo. 


Por otro lado, a pesar de lo establecido en el artículo décimo primero —creo que lo que 
generó mayor impacto fue el hecho de que no se había remitido el informe por parte del Ministerio del 
Interior-, hay que recalcar que los artículos décimo primero y décimo segundo van juntos, porque 
aunque la corte hubiera tenido la información, si no estaban los acuerdos con las operadoras, no había 
forma de hacer el cruzamiento. Por eso, esos dos artículos tienen que analizarse de forma combinada. 
Es decir, para poder hacer un cruzamiento de datos y una auditoría sobre el funcionamiento de las 
interceptaciones, se necesita tener las dos fuentes de información: todas las autorizaciones y la 
información —independiente— de las operadoras, explicitando las medidas que se llevaron adelante. 


SEÑOR NICASTRO.- Como había señalado en su participación el señor presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, el artículo décimo segundo de este memorando de entendimiento que se suscribió 
entre la Fiscalía General de la Nación, el Ministerio del Interior y la Suprema Corte de Justicia el día 1." 
de diciembre del 2015 establece que será el Ministerio del Interior el encargado de instrumentar un 
convenio entre dicha cartera, el Poder Judicial, la Fiscalía General de la Nación y las operadoras de 
telecomunicaciones. A su vez, como también señaló el señor presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, a raíz de los inconvenientes que el Ministerio del Interior dijo haber tenido con las operadoras 
para instrumentar este convenio —lo señaló en la reunión que mantuvo ese ministerio con la Suprema 
Corte de Justicia el 15 de julio de este año—, la Suprema Corte de Justicia se está ocupando de 
instrumentarlo, es decir, organiza las reuniones tendientes a poder suscribirlo y hacer, efectivamente, el 
contralor, el cotejo entre los datos proporcionados por el Ministerio del Interior, la Unatec y las 
operadoras de telecomunicaciones. 


Ahora voy a hacer mención al cronograma, a los diversos pasos que ha cumplido el Poder 
Judicial hasta ahora, desde esa primera reunión que mantuvo la Suprema Corte de Justicia con el 
Ministerio del Interior el día 15 de julio. Ahí —también lo señaló el señor presidente de la Suprema Corte 


de Justicia— se fijó una reunión entre la Fiscalía General de la Nación, el Ministerio del Interior, las tres 
operadoras de telecomunicaciones —Antel, Claro y Movistar— y la Suprema Corte de Justicia el 25 de 
julio, para señalarle a las operadoras y al Ministerio del Interior la trascendencia que le daba la 
Suprema Corte de Justicia a la suscripción de ese convenio y poder hacer, efectivamente, los controles 
al SAIL. A partir de ese momento, por intermedio del director nacional de la Policía, el señor Mario 
Layera, me pongo en contacto con el director de la Unatec —encargada de «El Guardían»-, quien me 
explicó el funcionamiento de »El Guardian» y del SAIL. Al mismo tiempo, le hice hincapié en el interés 
de la Suprema Corte de Justicia de contar con los reportes del Ministerio del Interior antes de que se 
celebre la reunión del 25 de julio, que a más tardar, la corte tenía interés en recibir esos reportes el 24 
de julio. Se cumple ese plazo; el 24 de julio me constituyo en la Unatec y me proporcionan soporte 
electrónico y los reportes divididos en tres períodos: 1. de mayo del 2017 — 31 de diciembre del 2017. 
Ese inicio, 1.2 de mayo, se marcó porque era hasta el período en que había llegado la auditoría que 
hizo la Auditoría Interna de la Nación al sistema «El Guardian», y al sistema SAIL a raíz de la denuncia. 
Me parece que, al final, la denuncia la hizo el ministro del Interior, relacionada con las posibles 
escuchas telefónicas que había mencionado el legislador Cardoso, de que habría sido víctima. Es por 
eso que se convino como inicio del envío de esos reportes el 1. de mayo del 2017. Entonces, los tres 
reportes fueron: desde el 1.? de mayo hasta el 31 de diciembre del 2017; desde el 1.* de enero hasta el 
31 de diciembre del 2018; y desde el 1.” de enero hasta el 30 de junio del 2019. 


En la reunión del día 25 de julio, que se celebró en la Suprema Corte de Justicia entre las 
instituciones que ya les mencioné, se aprobó la constitución de una comisión de trabajo integrada por 
dos representantes, por dos miembros de cada una de esas instituciones: Fiscalía General de la 
Nación, Ministerio del Interior, Suprema Corte de Justicia y las tres operadoras de telecomunicaciones, 
de cara a trabajar en la elaboración del borrador de convenio a suscribir, como para poder hacer 
efectivos estos controles. El día 1. de agosto de este año se celebró la primera reunión de esta 
comisión de trabajo y quien habla les entregó, a todos los partícipes, un primer borrador de convenio 
elaborado por la Suprema Corte de Justicia para poder trabajar sobre él. También se convino hacer 
una prueba de cotejo de la información antes de la celebración del convenio, como para ajustar los 
detalles de todos los datos que se iban a cruzar, establecer los parámetros a seguir y no firmar el 
convenio antes de tenerlos, porque quizás habría que modificarlo. Fue así que el Ministerio del Interior 
y las tres operadoras de comunicaciones enviarían el reporte de las interceptaciones legales realizadas 
en el período comprendido entre el 1.* y el 31 de julio de este año a la Suprema Corte de Justicia. Se 
puso el 9 de agosto como fecha límite para entregar la información. Lo cierto es que el Ministerio del 
Interior, la Unatec, Claro y Movistar entregaron los reportes correspondientes pero Antel no lo hizo 
porque aduce que no puede proporcionar esos datos sin un convenio. Además, plantea observaciones 
o algunos reparos que no presentaron las empresas de telecomunicaciones particulares, en el 
entendido de que la información que envían son datos numéricos o estadísticos y no refieren al número 
de abonado o el nombre de la persona a la que se está haciendo una interceptación legal de 
comunicaciones. En función de los reportes que enviaron el Ministerio del Interior y las dos operadoras 
privadas de comunicaciones —Claro y Movistar—, en el día de ayer entregué a los ministros de la corte 
el primer cotejo de datos y en la tarde de hoy agregué los aportes que nos hicieron llegar Antel, la 
Unatec y el Ministerio del Interior. Hicimos algunas incorporaciones y modificaciones al borrador del 
convenio y convocamos a una próxima reunión para el 19 de agosto a las 14 horas, a celebrarse en la 
sede de la Suprema Corte de Justicia. En la convocatoria que hicimos por correo electrónico 
señalamos que la idea es —con los aportes y sugerencias que puedan hacer todas las instituciones 
involucradas en el correr de esta semana y lo que surja del intercambio que hagamos en la reunión 
presencial del 19 de agosto—, afinar lo más posible el borrador del convenio, como para someterlo a 
aprobación de nuestras autoridades. A su vez, manifestamos el deseo firme de la Suprema Corte de 
Justicia de que este convenio esté suscrito en el mes de agosto de 2019 para poder hacer los 
contralores del sistema. 


Es importante destacar que si todas las instituciones involucradas, es decir, el Ministerio del 
Interior y las tres operadoras de comunicaciones, no proporcionan esos datos, es imposible hacer los 
cotejos. En el borrador del convenio también se establece que si cuando se hace el envío de informes 
trimestrales, la Suprema Corte de Justicia comprueba inconsistencias que no puedan ser explicadas 
razonablemente por el Ministerio del Interior o por la operadora de comunicaciones, en cuyo informe se 
aprecie puntualmente alguna discordancia, se dará cuenta de ella a la Fiscalía General de la Nación 
para que, en el marco de las competencias que le atribuyen la Constitución y la ley, adopte las medidas 
que considere del caso. 


SEÑOR GARCÍA.- Quiero hacer una anotación. En cuanto a la fecha de inicio del funcionamiento de 
«El Guardián», veo que hay diferencias entre lo que dijo el Ministro del Interior —como tenía la duda 
pedí la versión taquigráfica de sus palabras y ahora lo confirmo— y lo que dicen ustedes. Recién se ha 
dicho aquí que comenzó el 6 de febrero de 2017 y el señor ministro dijo aquí que el sistema empezó a 
funcionar en el mes de mayo del año 2016. Quiere decir que hay una diferencia aproximada de ocho 


meses. Cuando el ministro dijo esto en Sala me llamó la atención porque afirma que el sistema «El 
Guardián» comenzó a funcionar ocho meses antes de lo que dice la Justicia. Lo señalo porque me 
resulta llamativo. 


Voy a formular dos preguntas concretas y dando por buena la información que da la Suprema 
Corte de Justicia, es decir, 6 de febrero de 2017. 


¿Puede al día de hoy la Justicia afirmar que todas las interceptaciones telefónicas que se 
hicieron fueron amparadas en una decisión judicial o fiscal? Dicho de otra manera: ¿Pueden descartar 
que haya habido interceptaciones por fuera de lo que un juez o fiscal determinó? Las dos preguntas 
apuntan exactamente a lo mismo. 


¿Cómo puede ser que la Auditoría Interna de la Nación, en una auditoría que hizo entre 
noviembre de 2017 y febrero de 2018 —a partir de una afirmación realizada por el señor representante 
Cardoso, que generó una denuncia del señor ministro Bonomi-, haya afirmado o concluido que todo 
fue hecho dentro del marco que estipula la Justicia y ustedes, dos años después, dicen que no se 
puede saber eso sin la información que brindan las telefónicas? ¿Cómo la Auditoría Interna de la 
Nación pudo concluir tal cosa sin que las telefónicas hayan dado información alguna? 


Dejo formuladas estas dos preguntas. 
SEÑOR PESCE.- Voy a dar respuesta a la primera pregunta tratando de interpretarla. 


Quizá el ministerio hizo referencia a cuando estuvo técnicamente disponible para empezar a 
funcionar y al proceso que le llevó formar y capacitar a todos los jueces de la república. Reitero: estoy 
tratando de interpretar. 


Sí podemos decir que el sistema queda operativo el 6 de febrero de 2017. En ese momento, 
la Suprema Corte de Justicia, a través de una circular, trasmitió la obligatoriedad a todos los jueces 
sobre la utilización del SAIL. Además, esa es la fecha que toma la comisión de trabajo —que en aquel 
momento integré— como fecha de inicio de funcionamiento del sistema. Por eso se remite nota a la 
Suprema Corte de Justicia informando que en mayo se cumpliriían los noventa días de su puesta en 
funcionamiento. O sea que, para nosotros, esa fecha no está en duda. 


De haber existido información en contrario —hecho sobre el que tomo conocimiento ahora, a 
partir del comentario del señor senador García—, reitero, quizá se pudo estar haciendo referencia a 
cuando el sistema estuvo técnicamente disponible y a todo lo que le llevó al ministerio ponerlo en 
funcionamiento. Insisto: estoy tratando de interpretar. Habría que consultar a los representantes del 
ministerio. Nosotros, desde la Suprema Corte de Justicia, desde el Poder Judicial, no tenemos duda 
alguna de la fecha en que empezó a funcionar el SAIL. 


SEÑOR CHEDIAK.- Estaba consultando con el doctor Gustavo Nicastro —a quien, en la interna, hemos 
apodado «el guardián de El Guardián»—, cómo fue posible que la Auditoría Interna de la Nación 
accediera a datos que, hasta ahora, la Suprema Corte de Justicia no dispone en su totalidad. Eso se 
basó en una denuncia de una posible o pretensa interceptación por fuera del marco legal y por orden 
de uno de los jueces de crimen organizado. Es decir que esa auditoría fue posible porque la ordenó un 
juez. Sin embargo, esta no es nuestra situación, porque no tenemos juez alguno investigando un 
posible delito de interceptación ilegal. 


De parte del Ministerio del Interior tenemos todo el período subsiguiente hasta el 30 de junio. 
En realidad, para la prueba, el Ministerio del Interior y dos prestadoras de servicios privadas nos 
brindaron datos de julio; nos está faltando la información de todo el período de Antel. Entonces, 
tenemos todos los datos correspondientes al período 1.% de mayo de 2017 a julio de 2019 del Ministerio 
del Interior. En el listado total que está compuesto por unas cuantas páginas; luego el doctor Nicastro 
las podrá detallar— se podrá encontrar cuáles fueron las interceptaciones dispuestas por cada uno de 
los jueces de la república con competencia penal. 


Del otro lado necesitamos, en este nivel, datos no sensibles o muy poco sensibles para 
cotejar, tal como lo acordamos —digo esto porque yo firmé el acuerdo cuando ocupé la presidencia, a 
fines de 2015- con el Ministerio del Interior. Al respecto solo tuvimos para contrastar, de parte de las 
operadoras privadas, el período de julio 2019, que fue lo que pedimos para hacer el convenio a 
medida. 


Por supuesto nada es fácil de instrumentar, y en la primera reunión, realizada el 15 de julio de 
2019, hablamos con el Ministerio del Interior sobre aquellas obligaciones que había asumido, que no 
solo implicaba darnos a los 90 días su información, sino también realizar gestiones con las tres 
operadoras, a los efectos de que ellas también nos brindaran esos datos. En ese momento —por lo 
menos yo—, me enteré de que el Ministerio del Interior no había tenido éxito con las operadoras 
privadas, porque se había traspapelado nuestra notificación con la designación del doctor Nicastro. 


La realidad es que no tuvimos más noticias. Es cierto que no hicimos nada, pero no tuvimos 
más noticias de datos ni del destino negativo que habían tenido las gestiones del Ministerio del Interior 
para hacerse de los datos de las operadoras privadas. 


Es importante señalar, incluso para que conste en la versión taquigráfica —los señores 
senadores tendrán esto clarísimo—, por qué se necesitan dos listas de contraste. Básicamente porque 
«El Guardián» no intercepta por sí mismo. Para que efectivamente pueda llevarse a cabo la grabación 
y la interceptación de la comunicación —esto lo puede explicar un poco mejor el secretario letrado de la 
Suprema Corte de Justicia-, una vez que se dio la orden por el SAIL, Sistema Automático de 
Interceptaciones Legales, a las propias operadoras en forma directa —a través de este sistema 
electrónico la Policía requiere la interceptación, el fiscal analiza si está de acuerdo o no, y el juez 
decide—, «El Guardián», que al parecer graba automáticamente —aunque nunca lo hemos visto, como 
señala el ingeniero Pesce-, requiere una acción de la operadora privada o de todos, a los efectos de 
interceptar efectivamente el teléfono, el celular o el correo electrónico de que se trate. Es decir, el paso 
final es de parte de las operadoras que, además, analizan si el desarrollo procede. Me refiero a lo 
señalado respecto a la Policía, la fiscalía y, sobre todo, la orden judicial, así como su correspondencia 
con lo que efectivamente se pide interceptar. Hay todavía un análisis jurídico en Antel, en Claro y en 
Movistar antes, que creo lleva 12 horas, salvo que se trate de interceptación de urgencia, donde 
aparentemente lo hacen en tres horas. Luego de ese último análisis recién se efectiviza, por parte de 
las operadoras, la interceptación de los teléfonos. Entonces lo que nosotros indispensablemente 
requerimos es que si los jueces, a través del SAIL —que es la información que brinda el Ministerio del 
Interior— ordenan tal número de interceptaciones, las operadoras efectivicen dicho número. 


Reitero nuevamente que, de parte del Ministerio del Interior tenemos todo el período y que 
necesitamos el convenio para que las tres operadoras nos remitan la información de todo el período. 


En principio debemos señalar que no habría resistencias de parte de Claro ni de Movistar, y 
que Antel ha planteado algunas objeciones de naturaleza jurídica, que explicará mejor el doctor 
Nicastro. Esa es la realidad. Nos hubiera gustado traer al Senado la primera prueba de comparación de 
julio de este año, pero no pudimos completarla. Tenemos la del Ministerio del Interior, la de Claro, la de 
Movistar, pero no la de Antel; esta es la situación. Por supuesto, hemos tratado de dar prioridad y 
realizar lo más rápido posible este sistema de preauditoría, por decirlo así. 


Respecto a posibles interpretaciones —por lo menos, ha habido algunas preguntas 
periodísticas- en cuanto a si con esta auditoría —que sería una verdadera auditoría con datos 
sensibles— íbamos a poder determinar qué teléfonos, celulares y correos fueron los interceptados y 
quiénes son sus titulares, quiero decir que ese nivel nunca se planteó en el convenio. Por supuesto, si 
la rama legislativa del Estado uruguayo quisiera llegar a ese nivel de auditoría se requeriría una norma 
legal porque no hay convenio firmable sin una norma legal que lo habilite. Por eso señalo que si los 
señores legisladores quisieran llegar a un nivel de contralor tan estricto se requeriría una norma legal. 


Entendemos que para que se realice una auditoría de este nivel en el que básicamente 
comparamos datos estadísticos sin solicitar los datos sensibles del número y el titular, bastaría la firma 
de este convenio. El Ministerio del Interior, las dos operadoras privadas y parcialmente Antel 
comparten este criterio. 


Además, quiero decir que estamos tratando de que la coautoría sea de todos —es decir, de 
las tres instituciones públicas, de Antel y de las dos operadoras privadas- a los efectos de que funcione 
aceitadamente. 


SEÑOR GARCÍA.- Entonces, concretamente, ¿al día de hoy se puede afirmar que todas las 
intervenciones telefónicas son al amparo de la decisión de un juez o un fiscal? 


SEÑOR CHEDIAK.- Al día de hoy tenemos todos los datos por el período de dos años —mitad de 2017, 
todo 2018 y mitad de 2019- de parte del Ministerio del Interior, pero necesitamos la firma del convenio 


-a medida-— con las tres operadoras privadas para tener el otro listado. Por supuesto, una vez que lo 
tengamos aparentemente podríamos —en un tiempo bastante razonable— contestar esa pregunta. 


Hoy no podemos decir que estamos en condiciones porque nos falta el segundo listado, 
básicamente porque aún no hemos podido llegar a que las tres operadoras firmen el segundo convenio 
—el convenio operativo—, para poder hacer el cotejo. 


SEÑOR NICASTRO.- Es importante hacer hincapié en el Sistema Automatizado de Interceptaciones 
Legales, SAIL, a través del cual opera «El Guardián». Tal como señalaba el señor ministro de la 
Suprema Corte de Justicia, doctor Chediak, funciona por medio de autorizaciones o firmas electrónicas 
sucesivas por parte de cada uno de los eslabones de la cadena para que se pueda hacer efectiva esa 
interceptación legal de comunicaciones. El policía solicita al fiscal esa interceptación, el fiscal la 
autoriza y a su vez se la pide al juez, y cuando el juez competente firma electrónicamente esa 
interceptación, la autorización, recién ahí, automáticamente por el sistema pasa a la operadora de 
telecomunicaciones correspondiente. La interceptación propiamente dicha no es automática, porque 
como bien señalaba el doctor Jorge Chediak una vez que llega la autorización judicial a la operadora 
de comunicaciones, a su vez, se hace otro control para ver si no hay alguna discordancia informática 
relacionada con esa solicitud. 


Es importante también señalar —esto nos lo han aseverado efectivamente las operadoras de 
comunicaciones—- que todo esto de lo que estamos hablando tiene relación con el contralor que va a 
hacer la Suprema Corte de Justicia de las interceptaciones hechas a través del SAIL. Pero hay otras 
interceptaciones de comunicaciones que se hacen por fuera del SAIL y por fuera de «El Guardián», 
que son las solicitadas por la Armada Nacional, por la Prefectura Nacional Naval, en las funciones de 
policía que le asignan las normas correspondientes. En cuanto a eso, como está por fuera de «El 
Guardián» y por fuera del SAIL, no está comprendido en estos controles de los que estamos hablando 
que va a hacer la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación de la Suprema Corte de Justicia por su 
presencia y creemos que fueron muy claros los planteos y los contenidos que nos han vertido en la 
tarde de hoy. 


(Se retira de sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia). 


(Ingresan a sala los representantes de Antel). 


- La Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia tiene el gusto de recibir a la 
delegación de Antel, integrada por su gerente general, ingeniero Javier Emicuri; por la gerente de la 
División de Auditoría, doctora Susana Peruzzo y por el asesor legal, doctor Leonardo Saldaña, a los 
efectos de brindar información sobre el tema relativo a «El Guardián». Antes de esta convocatoria 
enviamos a nuestros invitados la versión taquigráfica de la sesión anterior a fin de que se informaran 
sobre lo que hemos tratado en la comisión con respecto a este tema. Recién recibimos a la Suprema 
Corte de Justicia por el mismo asunto y, en definitiva, nos gustaría conocer acerca de la marcha del 
convenio con el Ministerio del Interior y el organismo que recibimos en primer lugar en esta sesión. 


Pedimos a nuestros invitados que sean lo más específicos posible al responder las preguntas 
que formularán los miembros de esta comisión. 


Tiene la palabra el ingeniero Emicuri. 


SEÑOR EMICURI.- Como siempre Antel está a disposición para evacuar todas las dudas que surjan en 
esta comisión. 


Para hablar sobre el caso particular del convenio correspondería que hiciera uso de la palabra 
la gerenta de la División de Auditoría, quien ha estado trabajando junto con el asesor legal en el 
asunto. 


SEÑORA PERUZZO.- Se avanzó en la redacción de un convenio interinstitucional con la Suprema 
Corte de Justicia, el Ministerio del Interior, la Fiscalía General de la Nación y las tres operadoras 
telefónicas. 


La Suprema Corte de Justicia convocó a dos reuniones con estas organizaciones y 
encomendó a su secretario letrado la coordinación del equipo de ingenieros y abogados de cada una 
de las organizaciones participantes. En este proceso Antel ha realizado sus aportes y la semana que 
viene tenemos prevista una reunión con todas esas partes. El convenio permitirá a la Suprema Corte 
de Justicia contar con información sobre las interceptaciones autorizadas por sus distintos jueces y 
reglamentará el mecanismo por el cual las operadoras y el Ministerio del Interior darán los detalles de 
las medidas de interceptación efectivizadas solicitadas por el Poder Judicial. Con este marco normativo 
vamos a poder enviar la información en formatos similares y con la garantía de la seguridad de la 
información que amerita. 


SEÑOR GARCÍA.- Quiero saber si hasta el momento en que se inició la aplicación de «El Guardián» 
ustedes brindaron la información estadística de intervenciones telefónicas a la justicia, ya sea a la 
Suprema Corte de Justicia o a lo que fuere o están esperando para la primera entrega a que haya 
algún convenio. 


SEÑOR EMICURI.- Me gustaría que el asesor legal comentara cómo es la metodología actual que 
estamos aplicando. 


SEÑOR SALDAÑA.- Buenas noches. 


En cuanto a la pregunta concreta, quiero señalar que primero pretendemos tener un marco 
en virtud del cual se pueda entregar la información, ya que el dueño de la medida es el juez que 
autoriza la intervención y, por lo tanto, es quien tiene la competencia para auditar. De todos modos, 
cuando la solicitud de interceptación llega a través del sistema, lo hace por la unidad de oficios de 
Antel. Esa medida es analizada escrupulosamente; ante todo, se verifica que provenga de un 
magistrado con competencia en materia penal, cuya firma, además, esté certificada. El sistema 
informático indica si esa firma es válida y si está certificada. Luego se realiza un contralor 
pormenorizado de la medida mirando la fundamentación que el juez carga en el sistema. 


De modo que se pone un empeño absoluto en controlar que la medida esté autorizada y que 
su contenido coincida con lo que el juez autorizó. 


SEÑOR VASSALLO.- Brevemente, quisiera formular dos preguntas. 


Quiero saber si entendí bien la explicación de la doctora Peruzzo o si, tal vez, me distraje un 
momento. Entiendo que la semana que viene podría quedar pronto el convenio de acuerdo para 
suministrar la información, ¿es correcto esto? 


SEÑORA PERUZZO.- La semana que viene habrá una nueva reunión en la que participarán la 
Suprema Corte de Justicia —que es el organismo convocante-—, la Fiscalía General de la Nación, el 
Ministerio del Interior y las tres operadoras telefónicas, para acordar, en principio, los últimos detalles 
del convenio. 


SEÑOR VASSALLO.- Entiendo que serían solo detalles y que esencialmente no habría dificultades en 
aprobar el convenio. 


SEÑORA PERUZZO.- Efectivamente. 


SEÑOR VASSALLO.- Entonces pregunto: una vez que se llegue a un documento —que deberá 
aprobar, supongo, el Directorio de Antel-, ¿qué tiempo se requiere después para que Antel pueda 
suministrar la información de estos últimos tiempos, que se intenta chequear o cotejar? Es decir, 
¿cuánto tiempo se estima que será necesario para tener esa disponibilidad de información por parte de 
la Suprema Corte de Justicia? 


SEÑOR GARÍN..- Por mi parte, también quiero hacer una pregunta. 


El doctor Saldaña dijo que una vez que reciben el pedido se da un proceso de control y 
certificación de firmas. La pregunta concreta es qué tiempo medio transcurre entre el momento en que 
se recibe el pedido y aquel en que queda operativo el proceso de empezar a brindar la información a 
«El Guardián», es decir, si se trata de un único proceso o si hay varios, si hay tiempos medios, 
etcétera. Quisiera saber si hay alguna idea al respecto. 


Era cuanto quería consultar. 


SEÑOR SALDAÑA.- Con respecto a la pregunta del señor senador Vassallo, señalo que eso 
dependerá de lo que se acuerde con la Suprema Corte de Justicia. El volumen de información es muy 
grande y no es fácil de procesarla, por lo que eso dependerá, repito, del pedido que la corte haga. 
Nosotros tenemos —como corresponde-— la obligación y la más amplia disposición de brindar la 
información, y dependerá —vuelvo a decir— de lo que establezca particularmente la Suprema Corte de 
Justicia. 


En cuanto al tiempo estimado, no sabría decirlo con exactitud porque nuestra unidad es 
pequeña, está dirigida por la jefa de unidad que es escribana, con un soporte de asesoramiento legal y 
dos administrativos. Una vez que llega la medida judicial se tramita inmediatamente, es decir, no se 
deja picar la pelota, se agarra en el aire. Ahora, de ahí a su concreción no sabría decir con exactitud 
cuánto tiempo pasa, ya que el sistema lo deriva a las dependencias técnicas correspondientes que son 
las que lo instrumentan. Si bien desconozco el punto de vista técnico, creo que es muy veloz. 
Pensemos que viene una orden judicial que requiere la implementación de la medida. Es más, si 
hubiera alguna demora, ya el Ministerio del Interior estaría pendiente. Hay sistemas de guardias de 
veinticuatro por siete, por trescientos sesenta y cinco días. De modo que la celeridad es fundamental, 
porque en estos casos depende la vida o la muerte de una persona o que se pueda encontrar a un 
secuestrado. O sea, la celeridad es la esencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos la información proporcionada que nos ayudará a elaborar 
el informe que comenzamos con la convocatoria al Ministerio del Interior, a la Suprema Corte de 
Justicia y a Antel. Sinceramente, nos alegra que realmente estén a un paso de cerrar el convenio. 


(Se retira de sala la delegación de Antel). 


(Ingresa a sala la delegación de Movistar). 


—La Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia tiene el gusto de recibir a la 
empresa Movistar, representada por el director de Relaciones Institucionales, ingeniero José Pedro 
Derrégibus, y la gerente general de Jurídica, doctora Leticia Lago. 


Ya sabrán —porque les hicimos llegar la versión taquigráfica— cuál es el motivo de la 
convocatoria. En estos últimos días hemos logrado avances, particularmente en la jornada de hoy con 
la visita de la Suprema Corte de Justicia e integrantes de Antel. Para ir concretando —teniendo en 
cuenta el tiempo de que disponemos en la comisión, porque tenemos otras reuniones—, estamos 
interesados en saber en qué consiste el acuerdo entre el Ministerio del Interior y la Suprema Corte de 
Justicia; cuál es su mirada y qué avances han tenido al respecto. 


SEÑOR DERRÉGIBUS.- Muchas gracias, señora presidenta. 
Ante todo, agradecemos la invitación. 


Leímos atentamente la versión taquigráfica de la reunión anterior y marcamos algunos 
puntos sobre los que queríamos profundizar. 


En cuanto a lo que planteaba el señor senador García sobre tener en claro los controles que 
va a tener este sistema, de forma de garantizar los derechos individuales de las personas y que el 
sistema no sea utilizado bajo ningún concepto con otros fines que no sean los que determine el juez, 
queremos reafirmar que la posición de Telefónica —-Movistar en Uruguay-— es cumplir la ley y velar por 
los derechos y la privacidad de los clientes, brindando solo la información que adecuadamente se nos 
requiera. 


En su comparecencia, el señor ministro del Interior expresó: «El convenio lo hemos 
planteado desde que está este memorando en pie y no hemos tenido respuesta por parte de las 
compañías telefónicas». Me gustaría aclarar que en el momento en que se dijo esto, nuestra empresa 
no había sido informada al respecto. Reitero la permanente disposición que han tenido Telefónica y 
Movistar con respecto a esto, pero en ningún momento fuimos consultados. A veces sucede que se 
menciona a las compañías telefónicas en general, pero solo se consulta a una y se generaliza. Por lo 
tanto, es buena —y la agradezco-— esta convocatoria que realiza la comisión para escuchar todas las 
VOCES. 


Hoy ese convenio sí está en marcha —seguramente la doctora se va a referir con más detalle 
al mismo-—; se ha comenzado a trabajar en él y estaremos atentos y dispuestos a responder todo lo que 
la comisión requiera. 


También vale mencionar lo expresado en su momento por el señor senador Michelini, quien 
muy sucintamente explicó la realidad del sistema al decir: «las telefónicas, que son las que hacen el 
enganche a “El Guardián”, no lo concretan si no tienen orden judicial». Efectivamente es así; ese es un 
breve resumen de cómo funcionan las empresas o, por lo menos, de cómo funcionamos nosotros. 


En particular, el señor senador Vassallo hizo algunos comentarios que agradecemos; él dijo 
que sería bueno escuchar a las empresas telefónicas, y aquí estamos. Cuando se crean normas donde 
lo jurídico está muy cerca de lo técnico, es importante escuchar todas las voces. 


Finalmente, quiero hacer referencia a un comentario del señor ministro del Interior, quien en 
su oportunidad decía: «Las telefónicas no se van a poder negar ante una ley que exige una auditoría 
pública cada seis meses». Al respecto, quiero decir que en ningún momento nos negamos a cumplir 
con todas las disposiciones; siempre ha sido y será la voluntad de nuestra empresa colaborar con la 
Justicia y con la sociedad, dentro de lo que son las pautas de velar por la privacidad y los derechos de 
nuestros clientes, que es nuestra obligación primera. 


SEÑORA LAGO.- Con relación al estado actual del convenio al que se hacía referencia, a fines del 
mes pasado -julio— recibimos una convocatoria de la Suprema Corte de Justicia invitándonos a una 
reunión en la que participaron la Fiscalía General de la Nación, el Ministerio del Interior, la Suprema 
Corte de Justicia y las tres operadoras telefónicas. En esa instancia tomamos conocimiento de un 
proyecto de convenio a través del cual se solicitaba a las operadoras brindar información trimestral 
respecto a la totalidad de las medidas de vigilancia electrónica que son requeridas judicialmente a 
través del sistema SAIL. 


Se nos informó que esa auditoría sería trimestral y que, excepto el primer reporte, se creía 
conveniente que fuera a partir del mes de mayo de 2017 hasta la fecha. Allí confirmamos que 
disponemos de esa información y que podemos brindarla en la medida en que sean totales generales, 
que no exista vulneración a los derechos de los clientes y sin que se identifique el teléfono móvil, la 
línea a ser investigada o el titular. Si solamente hablamos de totales generales, mediante la firma del 
convenio podemos acceder, sin ningún tipo de inconveniente y cuando así se requiera, a brindar esa 
información. 


Actualmente estamos trabajando en el convenio, es decir, en un proyecto que envió la 
Suprema Corte de Justicia para nuestra revisión. Estamos afinando detalles para que técnicamente 
todos los operadores podamos tener los mismos criterios de envío de esa información. En el día de hoy 
recibimos una convocatoria para el lunes próximo continuar trabajando en la Suprema Corte de 
Justicia. 


En síntesis, nuestra posición es de permanente colaboración con la Justicia. Estamos en 
condiciones de dar la información, una vez que esté firmado el convenio y siempre y cuando — 
reiteramos— sea sobre totales generales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos su visita y la información brindada que será fuente de consulta 
al momento de tratar este tema. 


Esperamos que firmen el convenio. 
Muchas gracias. 
(Se retira de sala la delegación de Movistar). 
—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 19:22). 


Linea del vie de náaina 
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